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MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL 
POLICÍA NACIONAL 

SECRETARIA GENERAL 

 

 
 

Doctor 
HUGO JOSE CALABRIA LOPEZ 
JUEZ OCTAVO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE BARRANQUILLA 
E.        S.                  D. 

 
 
 

EXPEDIENTE: No. 08-001-33-33-008-2020-00009-00 
ACTOR:  JORGE ENRIQUE VILORIA POTES Y OTROS 
ACCION:  REPARACION DIRECTA 
DEMANDADA: NACION – MINDEFENSA- POLICIA NACIONAL 

 

 

BLADIMIR POLO COCA, mayor de edad y vecino de esta ciudad, identificado con la C.C. No. 

7.684.453 expedida en Neiva Huila, portador de la tarjeta profesional No. 200.898 del 

Consejo Superior de la Judicatura, en mi condición de apoderado especial de La Nación – 

Ministerio de defensa – Policía Nacional, a través del presente escrito me dirijo a usted con 

el fin de presentar CONTESTACION DE LA DEMANDA, en el proceso de la referencia, bajo 

las siguientes consideraciones así: 

 

 

I. PARTE DEMANDADA, REPRESENTANTE Y APODERADO 

 

 

En el presente medio de control de Reparación Directa ante la Jurisdicción Contencioso 

Administrativa, la parte demandada es la Nación- Ministerio de Defensa - Policía Nacional, 

representada actualmente por el señor General JORGE LUIS VARGAS VALENCIA como 

Director,  con domicilio en la ciudad de Bogotá – Carrera 59 No. 26-21, y el señor Coronel 

CARLOS ALFREDO CURREA BARRERA, con domicilio en la Calle 81 No. 14 – 33, Barrio Los 

Almendros II Etapa de Soledad - Atlántico, siendo apoderado el suscrito con domicilio 

profesional en la carrera 43 No. 47  53 piso 2, barrio Rosario, edificio de la Policía 

Metropolitana de Barranquilla, unidad de defensa Judicial, correo electrónico 

deata.notificacion@policia.gov.co o al personal bladimir.polo@correo.policia.gov.co    

mailto:deata.notificacion@policia.gov.co
mailto:bladimir.polo@correo.policia.gov.co
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PROBLEMA JURÍDICO 

 

Determinar si en el presente caso la Policía Nacional es responsable por los perjuicios 

ocasionados en hechos acaecidos el día 27 de enero de 2018 en horas de la mañana en la 

estación de Policía San José de la ciudad de Barranquilla Atlántico, donde resultó lesionado 

durante la explosión de un artefacto instalado por un grupo terrorista, en el momento en 

que realizaba la formación previa a la iniciación del servicio como integrante de patrulla de 

vigilancia. O si por el contrario, concurre alguna de las causales exonerativas de 

responsabilidad extracontractual y como consecuencia se deban negar las pretensiones de 

la demanda. 

 

 

II. LAS PRETENSIONES Y LOS HECHOS 

 

A. DE LAS PRETENSIONES. 

 

 

Los actores pretenden que se les reconozca y paguen por concepto de perjuicios morales a 

cada uno de los demandantes en cuantía de 100 salarios mínimos legales mensuales 

vigentes para cada uno de los demandantes, por las lesiones sufridas por JORGE ENRIQUE 

VILORIA POTES, así como daño a la salud y al Proyecto de vida (Pérdida de oportunidad). 

Pues bien, al respecto es importante señalar en primer lugar que el apoderado de los 

demandantes desconociendo el pronunciamiento jurisprudencial del Honorable Consejo de 

estado, depreca el pago de unos perjuicios de orden inmaterial y material, que no se 

acompasan con el referido precedente, ello en atención a que muy a pesar que las 

pretensiones corresponden a lesiones que impliquen el 100% de la pérdida de la capacidad, 

aún cuando éste ni siquiera a la fecha ha sido objeto de valoración por parte de la junta de 

evaluación y calificación del área de medicina Laboral, por lo cual resulta imposible predicar 

que sus lesiones comportan el máximo de la capacidad y por consecuencia, el máximo de 

indemnización que al respecto indicó el honorable órgano de cierre de lo contencioso 

administrativo. 
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Por otra parte, pretende el extremo actor JORGE ENRIQUE VILORIA POTES (Víctima) y 

OTROS (Familiares) que se declare a la NACION- MINISTERIO DE DEFENSA- POLICIA 

NACIONAL  administrativa y extracontractualmente responsable de los perjuicios morales, 

vida en relación y daños psicológicos causados por las lesiones que sufrió aquél en el día 27 

de enero del 2018 cuando con otros compañeros de labores se encontraban en formación, 

fueron sorprendidos por una explosión iniciado con artefacto oculto en la cancha de 

Microfútbol ubicada en un parque al lado de la Estación de Policía San José, argumentando 

la existencia de una falla en el servicio debido a que por orden superior del Comando de 

Policía Metropolitana de Barranquilla, la Estación de Policía Centro Histórico en la que se 

encontraba adscrito funcionaba simultáneamente en las mismas instalaciones de la 

Estación de Policía San José, de la que por ser unas pequeñas instalaciones debían de formar 

en ese lugar diariamente, viéndose también obligados a formar en diferentes sitios públicos 

como Bulevar 7 bocas, parque Suri Salcedo, Parque Cisneros, parque de los enamorados, 

intendencia fluvial entrada al barrio Barlovento, cancha Barrio Villanueva, cancha la 

bendición de Dios; y se condene a la Policía Nacional a cancelar la suma equivalente a 690 

salarios mínimos legales mensuales por los perjuicios inmateriales y la suma de $39.780.000 

por concepto de daños materiales. 

 

Respecto a lo anterior y frente a lo que argumenta la parte demandante, cuando indica que 

el perjuicio o daño antijurídico se registró por cuanto ha existido una falla en el servicio 

debido a que como el personal uniformado adscrito a la Estación de Policía Centro Histórico 

no tenía donde realizar las formaciones para las instrucciones del servicio, ello no enfoca a 

una falla en servicio; en nuestra defensa judicial, nos oponemos a los argumentos fácticos,  

jurídico y jurisprudencial que expone dicha parte demandante, y la Policía Nacional no es 

totalmente responsable frente a lo pretendido, al no existir intencionalmente la violación a 

los artículos 90 de la Carta Política, toda vez que si los uniformados de Policía desde el año 

2015 se encontraban compartiendo las instalaciones de la Estación de Policía Centro, no los 

obliga a que con confianza en dos largos años formaran en un lugar seguro para ellos, 

cuando al menos teniendo en cuenta que los mismos uniformados de Policía se encuentran 

preparados para brindar servicio de seguridad al conglomerado social, de lo que al menos 

debieron de implementar diariamente las medidas para mitigar el posible accionar de 

delincuentes tendientes a atentar contra la integridad de ellos con cualquier medio, 

medidas que para el presente caso simplemente era la de realizar una minuciosa revisión 
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para detectar objetos o elementos extraños, más no entrar en la confianza, muy a pesar de 

que la ciudad de Barranquilla no se tenía  información en amenazas ni antecedentes sobre 

acciones terroristas contra la fuerza pública para la fecha de hechos. Por ello y de acuerdo 

a los hechos ocurridos en que se registró la explosión que le causó la lesión en la integridad 

no solo al uniformado aquí demandante sino también a los otros policiales que formaban 

en ese lugar, no fue que la Nación- Policía Nacional haya expuesto a los fallecidos y 

lesionados en un riesgo superior a los que como miembros de la Fuerza Pública corren 

comúnmente por el servicio que prestan, además de que el factor determinante de la 

ocurrencia del hecho no fue la incomodidad en las instalaciones donde mantenían el 

material logístico, comunicaciones y armamento para los policiales, sino que fue el hecho 

exclusivo y determinante de un tercero, que por la confianza denotada en todos los 

uniformados de policía cuando diariamente con el intervalo de 8 horas formaban en el 

mismo lugar desde Agosto del año 2015 hasta el 27 de enero del 2018 en que sucedió el 

siniestro. 

 

 
B. DE LOS HECHOS 
 
 
Con respecto  a los hechos, me pronuncio de la siguiente manera:  

 

AL HECHO PRIMERO ALTERCERO: Es cierto que el actor JORGE ENRIQUE VILORIA POTES, 

para la época de los hechos se encontraba en servicio activo de la Policía Nacional, y 

efectivamente se disponía a iniciar el turno de vigilancia, de acuerdo con la programación 

de los diferentes servicios que le correspondían dada su condición de miembro de patrulla 

de vigilancia en la modalidad de plan nacional de vigilancia comunitaria por cuadrantes. 

 

AL HECHO CUARTO Y QUINTO: Es cierto que para el año 2015 el Comandante de Policía 

Metropolitana de Barranquilla dispuso que la Estación de Policía Centro Histórico 

funcionara simultáneamente en una oficina ubicada internamente en la Estación de Policía 

San José (Barrio San José de Barranquilla), mientras se adecuaba y remodelaba las 

instalaciones de la Estación de Policía centro histórico ubicada en la calle 70 con carrera 57 

de la ciudad de  Barranquilla, y desde que el personal uniformado de la Estación de Policía 

Centro Histórico se trasladó hacia las instalaciones de la Estación de Policía San José ubicada 

en la calle 39 entre  carrera 21 y 22 de la ciudad de Barranquilla, dicho personal se 
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encontraba repartido en tres turnos en las 24 horas del día, para lo cual cada turno debía 

realizar una formación previa para recibir las instrucciones diarias del servicio. 

 

AL HECHO SEXTO: Parcialmente cierto, por cuanto si bien los elementos de la parte logística 

de comunicación, armamento y talento humano fueron ubicados en las instalaciones de la 

Estación de Policía San José, también lo es que transcurrieron más de dos años de 

funcionamiento sin que el cambio en el servicio brindado a la comunidad fuera notorio, por 

cuanto las instalaciones de la Estación de Policía San José de la Metropolitana de 

Barranquilla, solamente requería servicio adicional al de  información de acuerdo a la 

necesidad del mismo. Igualmente no es cierto, que la Policía Nacional ni en el Ministerio de 

defensa no  se registró alerta temprana alguna, consistente en amenazas de atentados 

terroristas en contra de la Estación de Policía San José de la Metropolitana de Barranquilla. 

 

AL HECHO SEPTIMO y OCTVO: No es cierto, por cuanto la Policía Nacional acantonada en 

la Metropolitana de Barranquilla no requería de incremento presupuestal, y frente a lo 

ocurrido en la Estación de Policía San José de dicha unidad policial no era previsible, pues 

no existía amenaza alguna en contra de esa instalación o el personal uniformado adscrito a 

la misma. 

 

AL HECHO NOVENO: No es cierto, por cuanto no está acreditado que antes de los hechos 

del 27 de enero del 2018 se haya registrado afectación algina a otros departamentos de la 

región Caribe, y que el hecho del nombramiento de un nuevo designado para negociar con 

el Gobierno Nacional, tampoco está demostrado que haya sido un paso para el incremento 

de la violencia por el parte del grupo subversivo. 

 

AL HECHO DECIMO: Es cierto que por los hechos del 27 de enero del 2018 donde no 

solamente resultó lesionado el señor JORGE ENRIQUE VILORIA POTES sino otros policiales 

más, así como otros fallecidos, por estos hechos se adelanta una investigación penal por 

parte de la Fiscalía General de la Nación en contra de los delincuentes que ocasionaron los 

luctuosos hechos. 

AL HECHO ONCE: No es cierto, No se incurrió en ninguna falla en la prestación del servicio 

como lo pretende hacer ver el demandante, puesto que muy a pesar que en efecto el teatro 

de los hechos se realizaban las formaciones necesarias para la iniciación del servicio. No es 
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menos cierto que cada uno de los uniformados que concurren al mismo, deben en virtud 

de su condición propia de mimbro activo de la Policía Nacional garante de la seguridad de 

la ciudadanía y obviamente de la suya en particular; velar porque las condiciones del lugar 

se hallen en las condiciones necesarias para su permanencia, ello en virtud de su presencia 

en el sitio y que de existir factor alguno que afecte su seguridad, es su propia integridad la 

que podría resultar afectada, por lo que no resulta aceptable la pretensión del actor en 

virtud de los argumentos aquí planteados. 

 

AL HECHO DOCE: Es parcialmente cierto, por cuanto los hechos de la explosión que causó 

lesiones y muertes a algunos de los uniformados que se encontraban en la formación del 

día 27 de enero del 2018, fue de sorpresa, pues desconocían de la colocación de artefactos 

explosivos que manos criminales ubicaron detrás de unas sillas públicas en el parque de 

marras, desconociéndose los momentos en que fueron instalados momentos o días 

anteriores, por cuanto el lugar es un parque público.  

 

AL HECHO CATORCE AL DIECIOCHO: No es cierto, por tratarse de un evento que no se había 

presentado en esta parte del país, no era previsible, mucho menos a inicios de un año y 

próximo a celebrarse una festividad como los carnavales de Barranquilla que es 

precisamente una de las características fundamentales de la ciudad de Barranquilla, donde 

sus habitantes debido a su don de gentes, su apego por lo autóctono y sus costumbres que 

predican la sana convivencia, el festejo y el traducir lo difícil en motivo de parodia y alegría, 

de acoger al forastero como propio; no era previsible un aberrante suceso como el que 

afectó al hoy demandante, razón suficiente para considerar que no le asiste responsabilidad 

a la demandada. 

 

AL HECHO DIECINUEVE: No me consta, pues muy a pesar de la historia clínica aportada por 

el demandante, no se avista en ella las secuelas definitivas que presente en su cuerpo como 

resultado de los criminales hechos acometidos por los delincuentes que afectaron la 

entidad demandada, razón por la cual y de conformidad con las prevenciones del artículo 

167 del CGP., corresponde a éste demostrar probatoriamente su existencia. 
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III. EXCEPCIONES 
 

 
Propongo como excepciones las siguientes: 
 
 

1. HECHO EXCLUSIVO Y DETERMINANTE DE UN TERCERO  

 

Proponemos, EL HECHO EXCLUSIVO Y DETERMINANTE DE UN TERCERO por cuanto si bien 

es cierto que la parte demandante fue víctima de un hecho categorizado como accidente 

laboral durante una formación del día 27 de enero del 2018 en la que participaba, tendiente 

a concertar las actividades de vigilancia y seguridad a la comunidad o conglomerado social 

en la jurisdicción de la Estación de Policía Centro Histórico, lo cual no solamente lo hacían 

en esa fecha sino desde hacía más de dos años atrás en una cancha o parque contiguo a la 

mencionada Estación, donde de manera estratégica y oculta detrás de unas sillas públicas 

fue colocada por desconocidos momentos o días antes una carga explosiva que fue activada 

por señal electrónica por una persona que fue minutos después capturada por la misma 

institución y que fuera identificada como CRISTIAN CAMILO BELLON, quien está siendo 

investigado junto con las personas de NILSON MIER VARGAS y DALILA DUARTE como 

autores del ilícito. 

 

 

2. RIESGOS PROPIOS DEL SERVICIO 

 

En ejercicio de la labor y función que ejercía el demandante JORGE ENRIQUE VILORIA 

POTES, es sabido que se generaran riesgos debido a la finalidad misma de la misión 

constitucional y legal de la entidad a la cual pertenece, riegos a los cuales la jurisprudencia 

reiterada del Honorable Consejo de Estado ha sostenido que la afectación de los derechos 

a la vida y a la integridad personal de los agentes profesionales de la fuerza pública 

constituye UN RIESGO PROPIO DE LA ACTIVIDAD que dichos servidores públicos despliegan 

ordinariamente (por tal razón, se ha establecido un régimen prestacional de naturaleza 

especial, diferente al de los demás servidores del Estado); de allí que, cuando el riesgo se 

concreta, no resulta viable, en principio, atribuirle responsabilidad alguna al Estado por 

dicha afectación, salvo que se demuestre que el daño se concretó por una falla en la 

prestación del servicio o por la materialización de un riesgo excepcional que hubiere 
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padecido el agente del Estado, riesgo que debe ser diferente o mayor al que se vieron 

sometidos los demás compañeros. 

 

Así, al explicar la justificación de los regímenes que consagran las denominadas 

indemnizaciones a forfait (o previamente establecidos en la ley) y la posibilidad de la 

indemnización plena en los casos excepcionales, la corporación suprema de lo contencioso 

administrativo ha sostenido:  

 

“Por este motivo la ley ha consagrado un régimen de indemnización predeterminada 

o a forfait, como lo denominan los franceses, para los casos de muerte o lesiones en 

servicio activo simplemente, en actos comunes de servicio o en actos especiales, 

extraordinarios o eminentes de servicio de que tratan los Decretos 2338 de 1971 y 

094 de 1989 y que responden a la idea de riesgo o accidente de trabajo, sin 

consideración a la culpa o falla del servicio (responsabilidad patrimonial objetiva). 

 “Aquí se parte de la exigencia de una obligación de seguridad del empleado, lo que 

conduce a considerar una lesión o la muerte del trabajador como el incumplimiento 

o la violación de esa obligación.  

“Por el contrario, cuando se logra probar la culpa del patrono o la falla del servicio 

el trabajador tiene derecho a la indemnización plena u ordinaria (Ley 6 de 1945, art. 

12 literal b, inciso final).  

“Esto es la indemnización a forfait. Pero cuando sufren daños porque estuvieron 

sometidos a riesgos no propios de su actividad militar o policial o por fuera del 

servicio mismo, podrán pretender una indemnización plena dentro del régimen 

general de responsabilidad.” 1 

 

En otra oportunidad el Honorable Consejo de Estado al referirse a los riesgos propios del 

servicio, indicó lo siguiente:  

 

“…En eventos como el que se analiza en el sub-lite, el daño antijurídico alegado se 

deriva de las lesiones o muerte de un miembro de las Fuerzas Armadas, la Policía 

Nacional, el DAS, o cualquier organismo similar, en donde el común denominador es 

el alto grado de riesgo que para su integridad personal corren los miembros de estas 

instituciones en virtud de las funciones a su cargo, las cuales tienen que ver con el 

mantenimiento del orden público y la defensa de la soberanía estatal y por lo mismo 

implican afrontar situaciones de alta peligrosidad, el eventual enfrentamiento con la 

delincuencia y la utilización de armas de dotación oficial. El mismo ordenamiento 

jurídico, se ha encargado de establecer un régimen prestacional de naturaleza 

especial, que reconozca esa circunstancia de riesgo connatural a las actividades que 

deben desarrollar estos servidores públicos, cuando quiera que resulten lesionados o 

muertos en razón y con ocasión del cumplimiento de sus funciones, por lo cual se 

                                                           
1 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, sentencia de 3 de mayo de 2001, expediente 
12338, C.P. Alier Hernández. 
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puede afirmar que, desde este punto de vista, los miembros de tales instituciones se 

hallan amparados de un modo que generalmente excede el común régimen 

prestacional de los demás servidores públicos, en consideración al riesgo especial 

que implica el ejercicio de las funciones a su cargo. (…) En esa medida, cuando el 

riesgo se concreta y el servidor público -agente de Policía, soldado, etc.- sufre lesiones 

o encuentra la muerte cuando se hallaba ejerciendo sus funciones y por razón de las 

mismas, surge el derecho al reconocimiento de las prestaciones sociales consagradas 

en el régimen laboral especial al que está sujeto; sin embargo, la responsabilidad por 

ese daño pero no se le puede imputar al Estado…”2  
 

Teniendo en cuenta lo anterior, el actor JORGE ENRIQUE VILORIA POTES, si bien es cierto 

que sufrió lesiones en su cuerpo, no es menos cierto que ello constituye uno de los riesgos 

propios de la naturaleza de la actividad que desempeña. Además recibirá o recibió en virtud 

del Régimen Especial que lo cobija, una indemnización acorde con las lesiones sufridas, por 

lo que desde ya también nos oponemos al perjuicio moral y daño a la salud o daño  a la vida 

de relación solicitado en el libelo de la demanda. 

 

Ahora en virtud a las normas especiales contenidas en el Artículo  24 del Decreto 1796 del 

14 de septiembre del 2000, a la parte demandante se le está adelantando un informe 

prestacional por lesiones y que a la fecha se encuentra calificado en el literal c.) que a la 

letra expone:   En el servicio como consecuencia del combate o en accidente relacionado con 

el mismo, o por acción directa del enemigo, en tareas de mantenimiento o restablecimiento 

del orden público o en conflicto internacional, cuyo informe se encuentra en proceso para 

determinar la disminución de la capacidad laboral, al igual que por tales circunstancias no 

se les ha vulnerado el derecho al trabajo y afines con respecto a su vinculación laboral, 

escogido desde un inicio como proyecto de vida en la institución policial. 

 

Por otra parte y además que el hecho fue cometido por un tercero, también se sumó la 

actitud negligente y pasiva de todos los que resultaron lesionados como miembros de la 

Institución, en virtud a que tienen amplio conocimiento de que al llegar a cualquier lugar 

deben de adoptar las medidas de seguridad, de lo que en el caso que nos ocupa, al menos 

ellos mismos debieron de inspeccionar el lugar antes de la formación, y no adoptar el factor 

confianza de que por estar formando diariamente en un mismo lugar y no existir 

                                                           
2 Sentencia del 15 de febrero de 1996, Expediente 10.033. En el mismo sentido, Sentencia del 20 de febrero 
de 1997, Expediente 11756. 
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antecedentes recientes en atentados terroristas nunca se iría a presentar un hecho de tal 

magnitud que causó las lesiones y muerte a algunos uniformados de policía. 

 

 

III. DE LAS PRUEBAS 

 

1. TESTIMONIOS: 

 

Con el objeto de probar los argumentos planteados en éste memorial, y especialmente lo 

relacionado frente a los hechos  7, 8, 9, 11, 12 y 14 al 18, solicito se escuche en diligencia 

de testimonio a los policiales que más adelante relaciono, los cuales pueden ser ubicados 

en la carrera 43 número 47 - 53 comando de la Policía Metropolitana de Barranquilla, y en 

el evento que por razones del devenir institucional, al momento de la diligencia no se 

encuentren en ésta ciudad, solicito se evacúe el testimonio mediante Despacho comisorio 

o en forma virtual, así: 

 

1. ELKIN SIGIFREDO HERNANDEZ HERRERA, Elkin.hernandez1229@correo.policia.gov.co 

teléfono 3188758578. 

2. JEYSSON DAVID PEREZ, jeisson.perez1095@correo.policia.gov.co cel. 3213708931. 

 

2. DOCUMENTOS: 

Solicito al señor Juez, se digne tener como prueba de orden documental las siguientes: 

 

1. Oficio GS-2022-012350-DEATA del 24 de febrero de 2022, mediante el cual se 

solicita copia del informativo administrativo por lesiones del actor JORGE ENRIQUE 

VILORIA POTES. 

 

2. Oficio GS-2022-025910-MEBAR del 3 de marzo de 2022, mediante el cual nos 

remiten copia del informativo administrativo por lesiones seguido por las lesiones 

padecidas por JORGE ENRIQUE VILORIA POTES. 

 
3. Copia del proceso penal con SPOA 080016001055201800481 seguido en contra de 

CRISTIAN BELLON GALINDO y otros, seguido por los hechos que nos ocupan. 

 

mailto:Elkin.hernandez1229@correo.policia.gov.co
mailto:jeisson.perez1095@correo.policia.gov.co
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IV. SITUACION FACTICA Y JURIDICA DE LA DEFENSA 

 

 

De acuerdo con el desarrollo jurisprudencial, recordemos que la responsabilidad del Estado 

resulta comprometida siempre que se logre establecer en el proceso: i) la existencia de una 

obligación legal o reglamentaria a cargo de la entidad demandada de realizar la acción con 

la cual se habrían evitado los perjuicios; ii) la omisión de poner en funcionamiento los 

recursos de que se dispone para el adecuado cumplimiento del deber legal atendidas las 

circunstancias particulares del caso; iii) la existencia de un daño antijurídico; iv) la relación 

causal entre la omisión y el daño. En materia del nexo causal, es preciso indicar que el daño 

se halla representado por las lesiones de JORGE ENRIQUE VILORIA POTES, sin embargo, 

respecto de la causalidad meramente física no fue un acto proveniente del Estado, por lo 

que indiscutiblemente que los hechos son consecuencia del hecho de un tercero. En este 

sentido se ha señalado que en cuanto se refiere responsabilidad patrimonial del Estado, el 

análisis que debe hacerse para determinar la obligación de la Administración de reparar un 

daño no puede quedarse en el simple terreno de la fenomenología física, ya que existen 

otras causas no necesariamente materiales, las cuales se relacionan con el incumplimiento, 

por acción o por omisión, o extralimitación de las autoridades públicas a su carga 

obligacional y que pueden constituirse en causas determinantes en la producción de un 

daño; estas causas son las denominadas causas jurídicas. 

 

Mediante la presente demanda se pretende obtener de la NACION - MINISTERIO DE 

DEFENSA- POLICIA NACIONAL indemnización de perjuicios por los perjuicios morales, 

materiales y daño en vida de relación y psicológicos  por las lesiones que sufrió el señor 

JORGE ENRIQUE VILORIA POTES en el día 27 de enero del 2018 cuando con otros 

compañeros de labores se encontraban en formación, fueron sorprendidos por una 

explosión iniciado con artefacto oculto en la cancha de Microfútbol ubicada en un parque 

al lado de la Estación de Policía San José, argumentando la existencia de una falla en el 

servicio debido a que por orden superior del Comando de Policía Metropolitana de 

Barranquilla, la Estación de Policía Centro Histórico en la que se encontraba adscrito 

funcionaba simultáneamente en las mismas instalaciones de la Estación de Policía San José, 

de la que por ser unas pequeñas instalaciones debían de formar en ese lugar diariamente 

desde el mes de agosto del año 2015; y  se condene a la Policía Nacional a cancelar la suma 

equivalente a 1600 salarios mínimos legales mensuales por los perjuicios inmateriales.  



 

 

Página 12 de 14 

 

 

Respecto a lo anterior y frente a lo que argumenta la parte demandante, cuando indica que 

el perjuicio o daño antijurídico se registró por cuanto ha existido una falla en el servicio 

debido a que como el personal uniformado adscrito a la Estación de Policía Centro Histórico 

no tenía donde realizar las formaciones para las instrucciones del servicio, ello no enfoca a 

una falla en servicio; en nuestra defensa judicial, nos oponemos a los argumentos fácticos,  

jurídico y jurisprudencial que expone dicha parte demandante, y la Policía Nacional no es 

totalmente responsable frente a lo pretendido, al no existir intencionalmente la violación 

al artículo 90 de la Carta Política, toda vez que si los uniformados de Policía desde el año 

2015 se encontraban compartiendo las instalaciones de la Estación de Policía Centro, no los 

obliga a que con confianza en dos largos años formaran en un lugar seguro para ellos, 

cuando al menos teniendo en cuenta que los mismos uniformados de Policía se encuentran 

preparados para brindar servicio de seguridad al conglomerado social, de lo que al menos 

debieron de implementar diariamente las medidas para mitigar o disminuir el posible 

accionar de delincuentes tendientes a atentar contra la integridad de ellos con cualquier 

medio, medidas que para el presente caso simplemente era la de realizar una minuciosa 

revisión para detectar objetos o elementos extraños, más no entrar en la confianza, muy a 

pesar de que la ciudad de Barranquilla no se tenía  información en amenazas ni 

antecedentes sobre acciones terroristas contra la fuerza pública para la fecha de hechos. 

Por ello y de acuerdo a los hechos ocurridos en que se registró la explosión que les causó la 

lesión en la integridad no solo a los uniformados aquí demandantes sino también a los otros 

policiales que formaban en ese lugar, no fue que la Nación- Policía Nacional haya expuesto 

a los fallecidos y lesionados en un riesgo superior a los que como miembros de la Fuerza 

Pública corren comúnmente por el servicio que prestan, además de que el factor 

determinante de la ocurrencia del hecho no fue la incomodidad en las instalaciones donde 

mantenían el material logístico, comunicaciones y armamento para los policiales, sino que 

fue el hecho exclusivo y determinante de un tercero, que por la confianza denotada en todos 

los uniformados de policía cuando diariamente con el intervalo de 8 horas formaban en el 

mismo lugar desde Agosto del año 2015 hasta el 27 de enero del 2018 en que sucedió el 

siniestro. 

 

Ahora, si bien el uniformado de Policía aquí demandante como víctima directa,  al elegir su 

oficio como Servidor Público en la misma institución, consiente en su incorporación  asume 



 

 

Página 13 de 14 

 

los riesgos inherentes al mismo, a su turno, la Entidad estatal debe brindar la instrucción y 

el entrenamiento necesario para el adecuado desempeño de sus funciones, por 

consiguiente, si se concreta el riesgo que voluntariamente asumió se genera la llamada por 

la doctrina francesa indemnización a forfait, de manera que, en principio, para que la 

responsabilidad estatal surja en este tipo de eventos, además del riesgo inherente a la 

profesión debe ocurrir un hecho anormal generador de un daño que no se está obligado a 

soportar, evento en el cual surge el derecho a reclamar una indemnización plena y 

complementaria a la que surge de la esfera prestacional, bajo el régimen general de la 

responsabilidad de la administración, con las connotaciones propias en relación con los 

elementos estructurales y las causas extrañas enervantes del fenómeno jurídico, hecho que 

de acuerdo a la naturaleza de los mismos no ocurrió, por cuanto el acto no fue previsible, 

debido a que en la ciudad de Barranquilla y menos en esa Estación de Policía San José o sus 

partes aledañas en la que se concertaba diariamente y cada 8 horas un personal uniformado 

no existía amenaza o información alguna sobre algún atentado terrorista como el sucedido. 

 

Con fundamento en los argumentos planteados, y en virtud que no se ha establecida 

actuación irregular de la entidad demandada Policía Nacional, muy respetuosamente 

depreco de esa magistratura, se nieguen las pretensiones de la demanda.  

 

 

ANEXOS 

 

 

Señoría, me permito allegar los documentos que se relacionan a continuación, además de 

los relacionados en el capítulo de pruebas: 

 

1. Poder para actuar otorgado por el señor Coronel CARLOS ALFREDO CURREA BARRERA, 

Comandante del Departamento de Policía Atlántico.  

 

2. Fotocopia de la Resolución No. 3969 del 30 de noviembre de 2006, por la cual se asignan 

y coordinan funciones y competencias relacionadas con la actividad de defensa judicial 

en los procesos que sea parte La Nación - Ministerio de Defensa - Policía Nacional.  
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3. Resolución número 1933 del 1 de julio de 2021, expedida por Ministro de Defensa 

Nacional, mediante la cual designa al Coronel CARLOS ALFREDO CURREA BARRERA, 

como Comandante del Departamento de Policía Atlántico. 

 
 
 

NOTIFICACIONES 
 
 
 

 Al señor General JORGE LUIS VARGAS VALENCIA, Director General de la Policía 

Nacional en la Carrera 59 No. 26 – 21 CAN de la Ciudad de Bogotá D.C. 

 

 El Coronel CARLOS ALFREDO CURREA BARRERA, Comandante del Dpto. de Policía 

Atlántico, en la Calle 81 No. 14 – 33, Los Almendros II Etapa de Soledad Atlántico. 

 

 El suscrito como apoderado judicial de la Policía Nacional, en la carrea 43 No. 47 – 

53 piso 2, edificio de la Policía Metropolitana de Barranquilla, correo electrónico 

deata.notificacion@policia.gov.co al personal bladimir.polo@correo.policia.gov.co 

teléfono 3679400 extensión 224, whats app 3156516593, o en la secretaría del 

Despacho. 

 
Del señor Juez 

 
UNIDAD DE DEFENSA JUDICIAL POLICIA NACIONA ATLANTICO 

Carrera 43 No. 47-53 Piso 2 Tel. 3679400 ext. 224  Policía Metropolitana de Barranquilla – Atlántico 
e-mail: deata.notificacion@policia.gov.co 

 

 
Carrera 43 No. 47 – 53  Barrió El Rosario    
Teléfono 3679400 Ext. 224 
Deata.notificacion@policia.gov.co  

www.policia.gov.co 
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